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ADMISIBILIDAD
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22 de julio de 2011
I.
RESUMEN

1. El 11 de noviembre de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también “la Comisión Interamericana”, “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada en nombre propio por Wilbert Apaza Vargas (en adelante también “el peticionario“ o “la presunta víctima”), en la cual se alegan violaciones por parte de la República del Perú (en adelante también “Perú”, “el Estado” o “el Estado peruano”) de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). El peticionario denunció haber sido detenido arbitrariamente en marzo de 1995 y coaccionado a firmar actas de registro domiciliario y manifestaciones autoinculpatorias. Afirmó que fue condenado por el delito de terrorismo, en un juicio conocido por magistrados con la identidad reservada y sin las garantías de un debido proceso.
2. El Estado informó sobre las decisiones adoptadas en el marco del proceso penal seguido al señor Wilbert Apaza Vargas e indicó que la presunta víctima recuperó su libertad en octubre de 2002, luego de obtener un indulto presidencial. Afirmó que sus declaraciones policiales e instructivas fueron rendidas con la presencia de un representante del Ministerio Público, y de conformidad con las garantías de un debido proceso. En cuanto a los requisitos de admisibilidad, sostuvo que la petición fue presentada fuera del plazo de seis meses previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención. 
3. Tras examinar la posición de las partes, a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer la petición y que la misma es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 9, 10, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, y en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 11 de noviembre de 1998 se recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 12.125 y trasladada al Estado el 29 de marzo de 1999, otorgándosele el plazo de noventa días para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente.

5. El 21 de septiembre de 1999 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 5 de noviembre del mismo año. El 11 de diciembre de 2009 la CIDH solicitó al Estado información actualizada y copia de las actuaciones judiciales en los procesos penales seguidos al señor Apaza Vargas. El 13 de enero de 2010 el Estado remitió la información solicitada, la cual fue trasladada al peticionario el 22 de febrero de 2010.

6. Mediante escritos recibidos el 3 de diciembre de 2007, 23 de enero de 2008, 19 de noviembre de 2009, 24 de febrero y 13 de mayo de 2010, 19 de enero, 5 de mayo y 17 de junio de 2011 el peticionario solicitó información sobre el estado de su petición y requirió que la CIDH adoptara una pronta decisión, sin aportar argumentos adicionales. 
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES


Cuestión previa

7. En el trámite de la presente denuncia el peticionario y el Estado relataron el juicio penal seguido a la presunta víctima, el cual se llevó a cabo de acuerdo con una legislación en materia de terrorismo adoptada a partir de mayo de 1992 y con vigencia hasta enero de 2003. Antes de describir las posiciones de las partes, la CIDH estima necesario referirse al mencionado marco normativo en el que se inscriben los hechos planteados. 

Marco legislativo en el cual se instruyó el proceso penal contra la presunta víctima

8. En mayo de 1992 fue promulgado el Decreto Ley No. 25475, el cual tipifica el delito de terrorismo en diferentes modalidades. En agosto del mismo año fue promulgado el Decreto Ley No. 25659, el cual tipifica traición a la patria y establece la competencia de la justicia militar para conocer las acusaciones por este delito. Esos decretos, así como los de número 25708, 25744, 25880 y otras normas complementarias introdujeron al ordenamiento jurídico peruano procedimientos diferenciados y excepcionales de investigación, instrucción y juzgamiento de personas acusadas de terrorismo o traición a la patria.

9. Los decretos que conformaban la denominada “legislación antiterrorista” tenían un difundido propósito de contener la escalada de asesinatos selectivos contra operadores de justicia, ocupantes de cargos electivos y agentes de seguridad, desapariciones, atentados con explosivos, secuestros y otras formas indiscriminadas de violencia contra la población civil en diferentes regiones del Perú, atribuida a grupos insurgentes al margen de la ley. 
10. Entre otros aspectos, esos decretos establecían la incomunicación absoluta de los investigados por un lapso de tiempo determinado;
 la realización de audiencias privadas; el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena;
 y plazos sumarios para la presentación de denuncia y dictamen de sentencia respecto del delito de traición a la patria
. Asimismo, esos decretos prohibían la asistencia de un abogado antes de la primera declaración del investigado ante un representante del Ministerio Público,
 y restringían su actuación en otras etapas del proceso penal; impedían la recusación de magistrados u otros auxiliares de justicia;
 consagraban la figura de jueces y fiscales con identidad secreta (”sin rostro“);
 e impedían el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron de la elaboración del atestado policial de detención
.
11. Con relación a las normas de derecho material, los referidos decretos contemplaban la posibilidad de aplicar más de un tipo penal para conductas de similar o idéntica naturaleza, no diferenciaban el elemento subjetivo culposo y doloso,
 y establecían solamente penas mínimas de privación de libertad, sin fijar penas máximas
. 
12. El 12 de mayo de 1992 el Poder Ejecutivo promulgó el Decreto Ley No. 25499, también denominado Ley de Arrepentimiento, el cual reguló la reducción, exención, remisión o atenuación de la pena a personas procesadas o condenadas por el delito de terrorismo que proporcionasen información dirigida a capturar jefes, cabecillas, dirigentes o principales integrantes de organizaciones terroristas
. Mediante el Decreto Supremo Nº 015-93-JUS del 8 de mayo de 1993 el Poder Ejecutivo aprobó el Reglamento de la Ley de Arrepentimiento, el cual establece, entre otras medidas, el secreto o cambio de identidad del declarante arrepentido
. El 31 de octubre de 1994 la Ley de Arrepentimiento perdió su vigencia
.
A. Posición del peticionario
13. Alegó que en marzo de 1995 fue detenido injustamente por agentes de la Policía Nacional, juntamente con dos hermanos, su cuñada y un sobrino entonces con 2 años de edad. Afirmó que mediante chantajes y amenazas contra sus familiares, firmó atestados policiales reconociendo ser miembro del grupo insurgente Sendero Luminoso. Indicó que tales atestados fueron utilizados por tribunales conformados por “jueces sin rostro” para aplicarle una sanción de 20 años de cárcel por el delito de terrorismo. Indicó que en sus declaraciones instructivas se retractó del contenido de los atestados policiales y denunció haber sido sujeto de torturas físicas y psicológicas, lo cual no fue valorado por las autoridades judiciales.
14. El peticionario sostuvo que en el momento de su detención en marzo de 1995 no estuvo presente un representante del Ministerio Público y añadió que agentes de la policía intentaron sobornarlo para dejarlo en libertad. Señaló que durante la etapa preliminar de investigación no tuvo acceso a un abogado de su confianza. 

15. El peticionario no presentó información detallada sobre las decisiones dictadas en el proceso penal seguido en su contra. Según la información que obra en el expediente de la petición, al rendir declaración instructiva el 18 de abril de 1995 el señor Apaza Vargas denunció haber firmado un acta de registro domiciliario y manifestaciones policiales debido a coacciones, amenazas y golpizas propinadas por integrantes de la Policía Nacional. Esa información indica asimismo que el 22 de abril de 1996 la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima condenó el señor Apaza Vargas a 20 años de prisión y otras penas accesorias. Esa sentencia fue confirmada por ejecutoria expedida por la Corte Suprema de Justicia el 7 de octubre de 1997. Según la información presentada, ambas salas penales se encontraban conformadas por magistrados con la identidad reservada. 
B.
Posición del Estado

16. Afirmó que el 22 de marzo de 1995 efectivos de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo de la Policía Nacional del Perú (DINCOTE), con la presencia de un Fiscal Militar Especial, intervinieron en un inmueble en el Sector Mariano Melgar, Villa María del Triunfo, provincia y departamento de Lima, al tener información de que dicho local habría servido de alojamiento a integrantes de Sendero Luminoso. Señaló que los policías encontraron libretas electorales en blanco con diversas fotografías de personas del sexo masculino y “evidencias incriminatorias por el delito de terrorismo”, por lo cual el señor Apaza Vargas y tres familiares fueron conducidos a instalaciones de la DINCOTE. Indicó que el 6 de abril de 1995 se abrió instrucción penal contra la presunta víctima por los delitos de colaboración y afiliación a organización terrorista, previstos en los artículos 4 y 5 del Decreto Ley No. 25475. 
17. El Estado destacó que los recursos de la jurisdicción interna fueron agotados con la expedición de la ejecutoria suprema de 7 de octubre de 1997, mientras que la presente petición fue interpuesta ante la CIDH el 11 de noviembre de 1998. Por lo anterior, solicitó que la petición sea declarada inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención.
18. Según la información presentada por el Estado, el 11 de octubre de 2002 se dictó la Resolución Suprema No. 220-2002-JUS, por medio de la cual el Presidente de la República concedió indulto al señor Apaza Vargas, en los términos de la Ley No. 26655, promulgada el 16 de agosto de 1996
. Se indicó que la presunta víctima fue excarcelada del Penal de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro y que el 5 de noviembre de 2002 el Décimo Juzgado Penal de Lima dispuso su rehabilitación y anulación de sus antecedentes penales.
19. El Estado afirmó que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH la declare inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del mismo instrumento.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la 
Comisión

20. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima es una persona natural que se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

21. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

22. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

23. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque conforme se explicará más adelante en la sección de caracterización, en la petición se alega la presunta violación a derechos protegidos por la Convención Americana. 

B.
Agotamiento de los recursos internos

24. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

25. El artículo 46.2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:
a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

26. En la presente petición se alega la violación a disposiciones de la Convención Americana derivada de la detención y juicio penal seguido a la presunta víctima. Según el relato de las partes, el proceso que culminó con la privación de libertad del señor Wilbert Apaza Vargas fue decidido en última instancia por la Corte Suprema de Justicia el 7 de octubre de 1997. La información que obra en el expediente indica que con posterioridad a dicha sentencia la presunta víctima solicitó la concesión de un indulto presidencial en los términos de la Ley 26655. Esa información indica asimismo que el 11 de octubre de 2002 la presunta víctima obtuvo el indulto presidencial solicitado y recuperó su libertad. El 5 de noviembre de 2002 el Décimo Juzgado Penal de Lima dispuso su rehabilitación y anulación de sus antecedentes penales. Tomando en cuenta que la resolución del Décimo Juzgado Penal de Lima modificó sustancialmente la situación jurídica de la presunta víctima, la CIDH considera que el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención se cumplió el 5 de noviembre de 2002.

27. En adición a lo anterior, la presente petición plantea que la presunta víctima fue objeto de chantajes y torturas físicas y psicológicas por parte de agentes de la DINCOTE. La información que obra en el expediente indica que el 18 de abril de 1995 el señor Apaza Vargas denunció tales hechos ante la jueza a cargo de la instrucción penal seguida en su contra.
28.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación pertinentes. Los hechos expuestos por el peticionario en cuanto a torturas y otras supuestas afectaciones a la integridad personal se traducen en la legislación interna en conductas delictivas cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada de oficio por las autoridades judiciales, y por ende es este proceso el que constituye el recurso idóneo en la presente petición
.

29. El Estado peruano no presentó información sobre investigaciones eventualmente abiertas respecto de la alegada tortura de la que habría sido objeto la presunta víctima, quien por lo tanto no habría contado con un recurso efectivo para subsanar las alegadas vulneraciones a su integridad personal.

30. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH considera que se encuentra satisfecho el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.
C.
Plazo de presentación de la petición

31. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna. Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2 de la Convención. En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un plazo razonable de conformidad con el artículo 32 de su Reglamento. 
32. De acuerdo con lo relatado por las partes, la última actuación de las autoridades de la jurisdicción interna respecto de la situación jurídica del señor Wilbert Apaza Vargas tuvo lugar el 5 de noviembre de 2002, fecha en que el Décimo Juzgado Penal de Lima dispuso su rehabilitación y anulación de sus antecedentes penales. Dado que dicha resolución fue adoptada después de haberse presentado la petición a esa instancia internacional, la CIDH considera que se encuentra satisfecho el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana, respecto de las supuestas violaciones a derechos convencionales derivadas de la detención y proceso penal seguido al señor Apaza Vargas.
33. En cuanto a las alegaciones sobre supuestas torturas y coacciones por integrantes de la Policía Nacional referidas en el párrafo 27 supra, ante la ausencia de información por parte del Estado peruano sobre la apertura de investigaciones hasta la fecha de adopción del presente informe, la CIDH concluye que la petición fue presentada en un plazo razonable en los términos del artículo 32 de su Reglamento.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

34. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de una petición está sujeta al requisito respecto a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. Las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

35. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es “manifiestamente infundada” o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
36. En vista de los elementos de hecho presentados por las partes, la CIDH considera que las circunstancias en las que se habría dado la detención de la presunta víctima, los supuestos actos de agresión por parte de agentes policiales durante sus manifestaciones y las alegaciones en torno al proceso penal seguido en su contra podrían caracterizar la violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 9, 10, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, así como en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Adicionalmente, la CIDH considera que los efectos de los hechos referidos en este párrafo, y el régimen de ejecución penal al que estuvo sometido el señor Apaza Vargas durante su reclusión en el Penal Miguel Castro Castro podrían caracterizar la violación del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención en perjuicio de sus familiares.
37. La CIDH aclara que el peticionario no ha alegado la violación a disposiciones específicas de la Convención Americana, por lo cual la inclusión de los artículos citados en los párrafos anteriores se da en aplicación del principio iura novit curia.
38. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión concluye que la petición satisface los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.     
V.
CONCLUSIONES

39. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la petición con relación a los artículos 5, 7, 9, 10, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, y con relación a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de julio de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe Santiago González Morales y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Decreto Ley No. 25475, art. 12.d.


� Decreto Ley No. 25475, art. 20.


� La investigación, juzgamiento y ejecución penal respecto del delito de traición a la patria fueron regulados por los Decretos Ley No. 25708 y 25744.


� El derecho a ser asesorado por un abogado defensor de libre elección desde las primeras etapas del procedimiento penal fue posteriormente incorporado por el artículo 2 de la Ley 26447.   


� Decreto Ley No. 25475, art. 13.h.


� Mediante la promulgación de la Ley 26671, el 12 de octubre de 1996, desapareció la figura de los jueces y fiscales sin rostro.


� Decreto Ley No. 25744, art. 2.


� Decreto Ley No. 25475, art. 2. 


� Decreto Ley No. 25475, art. 3. 


� Decreto Ley No. 25499, arts. 1.II.a y 1.III.


� Decreto Supremo Nº 015-93-JUS, artículos 8.a y 36.


� El vencimiento de la vigencia de la Ley de Arrepentimiento fue determinado por la Ley 26345 del 30 de agosto de 1994. 


� Dicha Ley creó una “Comisión Ad Hoc encargada de evaluar, calificar y proponer al Presidente de la República en forma excepcional, la concesión de indulto y derecho de gracia, para quienes se encuentren condenados por delito de terrorismo o traición a la patria, en base a elementos probatorios insuficientes que permitan presumir razonablemente que no habrían tenido ningún tipo de vinculación con elementos, actividades u organizaciones terroristas”. Véase Ley 26655 del 16 de agosto de 1996, artículo 1º, disponible en el portal de Internet del Congreso de la República del Perú: � HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Leyes/26655.pdf" ��www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Leyes/26655.pdf�.     


� CIDH, Informe Nº 76/10, Petición 11.845, Perú, Jeremías Osorio Rivera y otros, 12 de julio de 2010, Párr. 27. CIDH, Informe Nº 77/10, Petición 12.154, Perú, Luis Alberto Vega Paquillo, 12 de julio de 2010, Párr. 37. CIDH, Informe Nº 78/10, Peticiones 621-03 y 1378-04, Perú, Ramón Campos Esparza y Roberto Antonio Olórtegui Trinidad respectivamente, 12 de julio de 2010, Párr. 58.





